Proposiciones de los Ciudadanos Senadores

Del Sen. René Arce Islas, de Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, la que contiene punto de acuerdo en relación con la cédula de identificación ciudadana. 

Sen. René Arce Islas 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO EN RELACIÓN

CON LA CÉDULA DE IDENTIFICACIÓN CIUDADANA

El suscrito, Senador RENÉ ARCE ISLAS, integrante de Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática en el Senado ante la LXI Legislatura del H. Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la Comisión Permanente la siguiente PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO al tenor de las siguientes

CONSIDERACIONES

1.   En julio y con motivo del 150 aniversario del Registro Civil, el gobierno Federal anunció la determinación de emprender un proceso de largo alcance para instrumentar la Cédula de Identificación Ciudadana cuya operación recaerá en la Secretaría de Gobernación. En esa oportunidad, el titular del Despacho expuso que dicha cédula incorporará tecnología de punta que permitirá almacenar una serie de datos personalísimos y distintivos que la harían “infalsificable”, mencionando de manera particular el registro del iris como registro indubitable de identificación de persona.

2.   No se atendió si es que el conjunto normativo que rige al respecto autoriza al gobierno Federal a emprender un proyecto de tal contenido y dimensión y, tampoco, se especificó el costo y ámbito temporal de desarrollo del mismo.

3.   Es cierto que la organización confiable del Registro Nacional de Ciudadanos, es una prestación fundamental que debe garantizar el Estado para beneficio de las y los mexicanos. Se establece por un lado la obligación ciudadana para inscribirse en los términos marcados por las leyes que, en el caso, es la Ley General de Población y, desde luego, su Reglamento. Por otro impone que la organización y funcionamiento del Registro Nacional de Ciudadanos como responsabilidad central del Estado, y especifica que la expedición del documento que acredite la ciudadanía mexicana es un servicio de interés público que hace corresponsable al ciudadano (de proporcionar los datos personales correspondientes ante la autoridad competente) y al Estado que deberá proporcionar al ciudadano el documento respectivo, así como garantizar el funcionamiento permanente del Registro Nacional de Ciudadanos. Conforme lo plantea nuestra Constitución Política:

3.1.  “Artículo 36.- Son obligaciones del ciudadano de la República:

I. Inscribirse en el catastro de la municipalidad, manifestando la propiedad que el mismo ciudadano tenga, la industria, profesión o trabajo de que subsista; así como también inscribirse en el Registro Nacional de Ciudadanos, en los términos que determinen las leyes.

La organización y el funcionamiento permanente del Registro Nacional de Ciudadanos y la expedición del documento que acredite la ciudadanía mexicana son servicios de interés público, y por tanto, responsabilidad que corresponde al Estado y a los ciudadanos en los términos que establezca la ley;”

4.   La Ley General de Población dedica su capítulo VII (Registro nacional de ciudadanos y Cédula de identidad ciudadana, artículos 97 al 112) al tema y se determina la norma en su forma y contenido, así como se fijan las obligaciones ciudadanas y las responsabilidades estatales en la materia. En dicha Ley se especifica que se trata de un servicio de interés público prestado por el Estado a través de la Secretaría de Gobernación, se dice que la Cédula de Identidad Ciudadana es el documento oficial que hace prueba plena sobre los datos de identidad de su titular y por tanto tiene valor como medio de identificación personal ante autoridades nacionales y extranjeras y en general ante las personas físicas y morales con domicilio en México y establece que:

4.1.  Artículo 106, Ninguna persona podrá ser sancionada por la no portación de la Cédula de Identificación Ciudadana.

Artículo 107, La Cédula de Identidad Ciudadana contendrá cuando menos los siguientes datos y elementos de identificación:

I. Apellido paterno, apellido materno y nombre (s);

II. Clave Única de Registro de Población;

III. Fotografía del titular;

IV. Lugar de nacimiento;

V. Fecha de nacimiento; y

VI. Firma y huella dactilar.” 

5.   Por su parte, el Reglamento de la Ley General de Población describe esta materia en el Capítulo Cuarto (secciones I a la VIII y que comprenden los artículos del 47 al 88), donde indica de qué datos mínimos se conforma el Registro Nacional de Ciudadanos, la obligación del ciudadano de registrarse, la facultad de que el Registro Nacional de Población determine los datos y elementos adicionales al artículo 107 de la Ley General de Población que podrá contener la Cédula de Identidad Ciudadana, que su expedición será gratuita y que: 

5.1.  ARTÍCULO 51.- Cuando alguna dependencia o entidad de la Administración Pública Federal, estatal o municipal requiera al ciudadano la exhibición de su Cédula de Identidad Ciudadana en los trámites de carácter personal que realice, éste deberá mostrarla sin que el hecho de no hacerlo implique sanción alguna. 

6.   Al ser estas las únicas referencias al Registro Nacional de Ciudadanos y a la Cédula de Identidad Ciudadana, resulta evidente la insuficiencia del marco normativo actual especialmente en cuanto a la seguridad y confidencialidad de los datos incorporados a dicho registro, bajo qué modalidad se autorizaría el compartir los datos con otras dependencias gubernamentales y la capacidad del ciudadano para hacer valer sus derechos humanos, pues no basta una tibia alusión a que el no portar la cédula de identificación ciudadana implicará sanción alguna, sino también atender al punto de si el ciudadano tendrá alternativas efectivas para que la autoridad le niegue el trámite, servicio, derecho, beneficio, obligación, o debido proceso, por el hecho de no poseer la Cédula de identidad ciudadana.

7.   Resulta también indispensable referirse a la tendencia cada vez más marcada en la actual administración gubernamental hacia un autoritarismo so pretexto de la mal llamada “guerra” contra la delincuencia organizada y el narcotráfico. La obsesión gubernamental tiene hoy en día al ejército fuera de los cuarteles, amplias regiones del país están militarizadas y los soldados están siendo obligados a operar tareas policiacas para las cuales ni resulta ser su misión ni están entrenados. A cuentagotas al principio y que ahora es cada vez más un torrente sangriento, se están creando verdaderos estados de excepción en diversas localidades, poblaciones, municipios y entidades, llegándose al extremo de vulnerar la soberanía estatal, desvirtuar autoridades y exhibir una falta de coordinación total que únicamente acaban por abundar en la escalada de atroz violencia que se vive en México y que ya registra cerca de 12 mil muertes en lo que va del sexenio. 

8.   En este marco general —de autoritarismo y políticas gubernamentales equivocadas que combaten a la inseguridad con represión y más represión, omitiendo insensiblemente la necesidad de políticas sociales, económicas, educativas, de salud y de participación comunitaria y ciudadana que ayuden a restañar el tejido social horadado por años de abandono, negligencia y privilegio de los poderosos—impone una llamada de atención si para lo que sigue en la organización del Registro nacional de ciudadanos el Estado mexicano, a través de la Secretaría de Gobernación, servirá más bien al propósito autoritario, que ha sido su insignia reiterada, y utilizará los datos sin la debida consideración a la confidencialidad de su información, al resguardo y la seguridad en su manejo, al acceso que pudieran tener otras entidades a sus registros y, en última instancia, si habrá de respetarse la privacidad de las personas y quedan a salvo los derechos humanos de todas y todos los mexicanos, pues en dicha base de datos habremos de estar por ley todos los ciudadanos mexicanos. 

9.   El punto de la seguridad y la confidencialidad es un eje de este proceso. Al mencionar que se utilizará tecnología de punta, ¿acaso la Secretaría de Gobernación tiene dicha tecnología? ¿O habrá de licitarse? ¿Intervendría el sector privado en este desarrollo? ¿Lo harían empresas extranjeras? No es un asunto menor, y mucho menos por las experiencias del pasado en que la base de datos supuestamente confidencial del Instituto Federal Electoral acabó en poder una compañía comercializadora del extranjero.

10.  Resulta llamativo el que, no obstante el gran peso mediático que se dio a la implementación de la Cédula de identidad en el marco del 150 aniversario del Registro Civil y, días después, al suscribirse un convenio de colaboración con el Instituto Federal Electoral para su instrumentación, en el Tercer informe de gobierno no exista sino una alusión indirecta cuando se habla de los avances en la modernización de las oficinas del registro civil del país y en la emisión de la Clave Única de Registro de Población (CURP).

11.  No es casual que diversos actores políticos y sociales se hayan pronunciado con preocupación al respecto. El propio Gobierno del Distrito Federal manifestó abiertamente su reticencia a cooperar en tal empeño. Como en muchas otras cosas importantes, especialmente las que se refieren a la seguridad de las y los mexicanos, el gobierno Federal emprende sus rutas y proyectos en solitario, sin atender debidamente a la coordinación que impone el pacto Federal y sin dialogar y proponer en horizonte de desarrollo que incorpore e involucre verdaderamente a los tres poderes de la Unión. Dada la obscuridad de propósitos del gobierno Federal, y las lagunas legales que existen para implementar de manera segura, confidencial y en apego irrestricto al respeto a los derechos humanos el Registro Nacional de Ciudadanos y la Cédula de Identidad Ciudadana, me permito someter a la consideración de esta Soberanía la siguiente

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

PRIMERA. En el marco de la glosa del informe en la que deberá comparecer el titular de la Secretaría de Gobernación, además de los puntos sustantivos que éste deberá abordar para explicar los resultados de la política interior del país, se hace necesario que rinda un informe detallado en relación a programa para instrumentar la Cédula de identidad ciudadana, cuál es su naturaleza, sustento jurídico, alcance, ámbito de aplicación, tiempo de desarrollo, competencia tecnológica, si en este programa están previstas licitaciones y la intervención del sector privado o empresas extranjeras, seguridad, confidencialidad de datos, si está previsto que esta información sea de uso indiscriminado y común con las instancias de seguridad pública y procuración de justicia, cómo se prevé que no haya sanciones al ciudadano que no porte dicha cédula y cómo garantizar la procuración de trámites, servicios, y beneficios aún sin contar con dicha identificación, respeto a los derechos humanos, etc.

SEGUNDA. Se exhorta al gobierno Federal y específicamente a la Secretaría de Gobernación a no emprender ninguna acción hasta no se rinda dicho informe detallado al Senado, soberanía que solicitará la presencia de la Colegisladora con el propósito de evaluar la información gubernamental al respecto y emitir sus opiniones y reservas para que sean atendidas por el gobierno Federal antes de desarrollar el programa de Cédula de Identidad Ciudadana. Ello incluirá, de resultar necesario, una adecuación del marco normativo para garantizar que el Registro Nacional de Ciudadanos y la Cédula de Identidad Ciudadana sirvan al propósito específico considerado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano para beneficio del país y de las y los mexicanos.

SENADOR RENÉ ARCE ISLAS

8 de septiembre de 2009
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